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1. INTRODUCCION

Uno de los muchos efectos colaterales de la crisis econémica ha sido el de
servir de coartada para hacer resurgir en el dmbito de la organizacién territorial
del Estado un concepto, el de interés general, que parecia haber perdido en gran
medida su protagonismo inicial.

Realmente, el interés general ya se habfa plasmado en las competencias
estatales del Art. 149.1 CE, necesitando tan sélo de cierta actualizacién en la
legislacién compartida a causa de la nocién material de bases acufiada por la
jurisprudencia constitucional, en las leyes de armonizacién del Art. 150.3 CE y
en la coaccién estatal del Art. 155 CE como presupuesto habilitante hasta ahora
nunca utilizado.

En los dltimos tiempos, sin embargo, el interés general ha recobrado cierta
actualidad, pues ha sido invocado para defender una recuperacién de compe-
tencias por parte del Estado y se han precisado por primera vez en una ley los
mecanismos de respuesta a un posible ataque al mismo por parte de las Comu-
nidades Auténomas.

Estas relecturas del interés general sson licitas? Para responder a esta pre-
gunta resulta imprescindible volver sobre la naturaleza del interés general,
sobre su concrecién constitucional y alcance, as{ como sobre la posibilidad de
su control. Cada una de estas cuestiones serd abordada en las siguientes paginas,
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intentando mostrar como la indeterminacién del concepto de interés general
no lo convierte en un concepto vacio de contenido que pueda esgrimirse en
cualquier circunstancia, sino que por el contrario estamos ante un concepto
sometido a limites marcados por la propia Constitucion.

2. EL INTERES GENERAL ;CONCEPTO JURIDICO
INDETERMINADO O CONCEPTO POLITICO?

Antes que nada resulta obligado pronunciarse sobre un asunto tan debatido
como relevante por su trascendencia practica; no es otro, en contra de lo que se
pudiera suponer atendiendo a su apariencia tedrica, que el de la misma natura-
leza del concepto de interés general.

Las dos posiciones ya cldsicas en nuestra doctrina, especialmente la adminis-
trativista, son la de entender que nos encontramos o ante un concepto juridico
indeterminado o ante un concepto politico. Personalizando ambas opciones,
basta con recordar las tesis defendidas, entre nosotros, por Garcia de Enterria' o
por Sainz Moreno® y su réplica de la mano de Beltrdn de Felipe’.

Los primeros son firmes defensores de definir el interés general como
un concepto juridico indeterminado. A su juicio, un concepto juridico es
el significado de un término utilizado en una norma juridica. ;Cudndo ese
concepto juridico es indeterminado? Utilizando sus propias palabras cuando
la aplicacién del concepto a su objeto se mueve entre dos circulos con limites
borrosos, uno de certeza positiva —idea nuclear del concepto en la que es
seguro que este pueda denominarse con ese término— y otro de certeza ne-
gativa —en la que es seguro que aquello no pueda denominarse asf{
tiendo entre ambos un halo o zona de duda, que requerird ser precisado en

, exis-

cada aplicacién concreta acudiendo al nicleo del concepto y que permitird a

I GARCIA DE ENTERRfA, E. (1962). «La lucha contra las inmunidades de poder en
el derecho administrativo (poderes discrecionales, poderes de gobierno, poderes normativos)»,
Revista de Administracidn piblica, n.° 38, pp. 159-208 y, del mismo autor (1996). «Una nota sobre
el interés general como concepto juridico indeterminado», Revista espaiiola de Derecho administra-
tivo, n.° 89, p. 69-89.

2 SAINZ MORENO, F. (1976). Conceptos juridicos, interpretacion y discrecionalidad adminis-
trativa, Madrid, Civitas.

3 BELTRAN DE FELIPE, M. (1995). Discrecionalidad administrativa y Constitucion, Madrid,
Tecnos. Aunque no es el Gnico en mostrarse critico con la teorfa del interés pablico como con-
cepto juridico indeterminado, también, entre otros, PAREJO ALFONSO, L. (1993). Administrar
y juzgar: dos funciones constitucionales distintas y complementarias, Madrid, Tecnos, y SANCHEZ
MORON, M. (1995). Discrecionalidad administrativa y control judicial, Madrid, Tecnos.

152 © UNED. Revista de Derecho Politico
N.e 87, mayo-agosto 2013, pdgs. 149-178



LA RESURRECCION DEL INTERES GENERAL EN EL ESTADO AUTONOMICO

este adaptarse y servir de medio calificador de la realidad con soluciones ajus-
tadas a la norma. El uso de conceptos juridicos indeterminados no introduce
vacios normativos que puedan colmarse discrecionalmente. Tales conceptos,
a pesar de su estructura, no dan lugar a una pluralidad de soluciones todas
validas para el derecho entre las que se puede elegir, sino tan s6lo a una tnica
solucién justa, adecuada al ordenamiento, que razonablemente se deriva del
nucleo del concepto acogido en la norma; de ahi que tenga cabida el control
jurisdiccional.

El interés general, desde esta perspectiva, es un concepto juridico indeter-
minado que deberd ser concretado por el legislador o por la Administracién,
segin el caso. Cuando as{ sucede se adopta una decisién juridica, que, sin
demasiado margen de apreciacién, ha de fundamentarse en la idea nuclear
expresada en la norma aprobada conforme a procedimientos democrditicos y
es susceptible de control por los tribunales, constitucionales o contencioso-
administrativos. En definitiva, la indeterminacién del concepto no va unida
a una indeterminacién de su aplicacién, compatible con cualquier interpreta-
cién del mismo; por indeterminado que sea, el concepto apunta a una realidad
determinable que ha de ser reconocible incluso cuando la decisién se mueve
en el halo de imprecisién y que, por tanto, limita a los encargados de su con-
crecién, al no poder escoger la opcién que quieran, sino sélo aquella en la que
se haga presente tal interés.

El segundo, por el contrario, es critico con la teoria descrita de los con-
ceptos juridicos indeterminados, en tanto puede dar pie a un abusivo activis-
mo jurisdiccional que suplante a los 6rganos llamados a precisar que ha de
entenderse por un interés general, cuyo contenido y alcance es susceptible de
varias soluciones alternativas ajustadas al ordenamiento. Esos 6rganos cuentan
con un amplio margen de valoracién de lo que resulte acorde con el interés
general, manejando en la seleccién que conlleva la interpretacién o aplicacién
del concepto no sélo criterios estrictamente juridicos, también politicos y cir-
cunstanciales. As{ todo tal seleccién ni queda fuera del derecho, ni al margen
de un control jurisdiccional que podrd conllevar la anulacién de la decisiéon
discrecional por arbitraria o irrazonable, pero no por inoportuna o por no ser
la mejor de las posibles, pues en ese caso los 6rganos politicos serfan sustitui-
dos por los judiciales.

A nuestro entender el concepto de interés general, aunque no sea mds que
por estar contemplado en una norma en los términos habilitantes/limitativos
en los que suele aparecer, tiene una naturaleza juridica; su imprecisién hace
necesaria, como en otros muchos casos, una llamada a los poderes puablicos
para que procedan a su concrecién al hilo de su aplicacién en supuestos de-
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terminados. No estamos ante una decisién libre que se argumente tan s6lo
a partir de los fines que persigue y las consecuencias que se deriven de las
distintas alternativas®; se debe atender a la norma que, sin predeterminar
absolutamente el fondo de la decisién, si ofrece unos datos minimos sobre el
contenido y alcance del concepto, deducibles a través de criterios hermenéu-
ticos, con los que siempre habrd de ser compatible la opcién seleccionada, sin
que pueda desnaturalizarlos. Veremos cuales son estos en el caso del interés
general.

3. EL INTERES GENERAL EN LAS DISPOSICIONES
CONSTITUCIONALES RELATIVAS A LA ORGANIZACION
TERRITORIAL

Como se ha puesto de manifiesto, sin perjuicio de su posible extrapolacién
a otros dmbitos, las reflexiones sobre la naturaleza del interés general hacian re-
ferencia a aquellos casos en los que este concepto es acogido en la ley y necesita
ser aplicado por la Administracién. Aqui nos ocuparemos de los supuestos en
que el interés general estd presente en el texto constitucional. Aunque a lo largo
de su articulado la mencién al interés general es abundante —Arts. 30.3, 34,
44.2, 47, 57.3, 103, 128 CE—, nos centraremos tan s6lo en las disposiciones
relativas a la organizacién territorial del Estado, pues consideramos que son las
que pueden suscitar una problemdtica de mayor calibre’.

En el Titulo VIII CE encontramos una alusién directa al interés general en
los Arts. 144, 149, 150 y 155 CE. El primero de ellos, al operar en la fase de
constitucién de las Comunidades Auténomas, estimamos que ya ha quedado
superado; incidiremos, entonces, en las demds disposiciones, haciendo especial

4 DE OTTO Y PARDO, 1. (1987). Derecho Constitucional. Sistema de fuentes, Barcelona, Ariel
Derecho, pp. 288 y ss. define en estos términos la decisién politica, contraponiéndola a una deci-
sién «juridica» que ha de basarse en premisas de aceptacion general, ya sea en la propia norma, ya
sea complementariamente en reglas de aplicacién.

> BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés, distribucién de competencias y ar-
monizacién en el sistema autonémico espafiol», Revista vasca de Administracion piblica, n.° 10,
Fasc. 1, pp. 27 y ss. destaca la importancia del concepto de interés general en los sistemas de
descentralizacién politica, no sélo en el nuestro. Si aqui, como veremos, por exigencia del princi-
pio de unidad se plasma en la atribucién constitucional de una serie de competencias al Estado y
en unos mecanismos extraordinarios que le habilitan a actuar en determinadas circunstancias, en
Ttalia el interés general es para las regiones un limite negativo «de mérito» o positivo/negativo
«de legitimidad», segtn atendamos al tenor constitucional o a la jurisprudencia de la Corte,
mientras que en Alemania actia como titulo habilitante de la competencia concurrente de la
Federacidn.
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hincapié en la Gltima, dada su actualidad. En ellas, segtin tendremos ocasién
de analizar, la Constitucién confiere al interés general el cumplimiento de dis-
tintas funciones tanto en la distribucién ordinaria de competencias, como en
situaciones extraordinarias, actuando al mismo tiempo como criterio limitativo
y habilitante®.

a. El interés general y la distribucion de competencias

Si el Art. 137 CE circunscribe la autonomia de la que pueden disfrutar las
Comunidades Auténomas que se constituyan a la gestién de sus respectivos
intereses, podria pensarse que estos son tan sélo sus intereses particulares. No
es ese el planteamiento que aqui se va a defender. Comunidades Auténomas
y Estado central son partes de un todo y el interés general es el interés de ese
todo, por lo que no debe serle ajeno a ninguna de las partes que lo integran, sin
perjuicio de que su tutela corresponda primordialmente a los 6rganos de una
de ellas que actuardn como 6rganos del todo al carecer este de una estructura
organizativa propia’.

Las normas constitucionales de reparto competencial definen el interés
general en titulos competenciales especificos, sin que estos puedan ser inter-
pretados acudiendo al concepto que concretan, salvo que la propia disposicién
lo establezca. Ah{ se agota el interés general, por lo que tampoco pueda ser
invocado ni resucitado como un poder genérico para realizar una redistribucién
de competencias a posteriori en beneficio del Estado fuera de los casos constitu-
cionalmente previstos con cardcter extraordinario. Hay que descartar, por tanto,
la existencia de un interés distinto y previo a su concrecién competencial que

¢ TEROL BECERRA, M. J. (1985). «El interés general, su importancia en el esquema de
distribucién de competencias entre el Estado y las Comunidades Auténomas», Revista de Estudios
politicos, n.° 46-47, p. 433.

7 En la misma linea, GARMENDIA MADARIAGA, A. (2011). La posible plasmaciin del
tercer miembro del Estado federal en el ordenamiento juridico espaiiol, Madrid, CEPC, p. 25. Sin recu-
rrir al tercer miembro, VIVER I PI-SUNYER, C. (1989). «Soberanfa, autonomfa, interés gene-
ral... y el retorno del jurista persa», Revista vasca de Administracion piiblica, n.° 25, pp. 81 y ss.
afirma la soberanfa de los érganos centrales o generales del Estado, derivada de su condicién
de garantes de un interés general unitario superior al de las Comunidades Auténomas, que se
concreta en el Art. 149.1 CE, en las cldusulas residual, de supletoriedad y de prevalencia, en
los mecanismos extraordinarios de los Arts. 150 y 155 CE, en la preeminencia del Estado en la
ordenacién de los medios financieros de las Comunidades Auténomas y en el poder de reforma
constitucional.

© UNED. Revista de Derecho Politico 155
N.© 87, mayo-agosto 2013, pdgs. 149-178



PALOMA REQUEJO RODRIGUEZ

arrastre hacia si todo aquello que por su naturaleza parece caer en su radio de
influencia®.

Esta no ha sido siempre la percepcién del Tribunal Constitucional. En
una de sus primeras decisiones, la STC 4/1981, de 2 de febrero de 1981, FJ 3,
comenzé por afirmar que «de acuerdo pues con la Constitucién, la autonomfia
que garantiza para cada entidad lo es en funcién del criterio del respectivo
interés: interés del Municipio, de la Provincia, de la Comunidad Auténoma...
Este poder «para la gestion de sus respectivos intereses» se ejerce —por lo
demds— en el marco del Ordenamiento... Debe hacerse notar que la mis-
ma [la Constitucién} contempla la necesidad —como una consecuencia del
principio de unidad y de la supremacia del interés de la Nacién— de que el
Estado quede colocado en una posiciéon de superioridad». En la misma linea,
aunque reconociendo que «las Comunidades Auténomas no son ajenas al inte-
rés general», la STC 25/1981, de 14 de julio de 1981, FJ 3, recuerda que «las
Comunidades Auténomas, como corporaciones pablicas de base territorial y
de naturaleza politica, tienen como esfera y limite de su actividad en cuanto
tales los intereses que les son propios, mientras que la tutela de los intereses
publicos generales compete por definicién a los 6rganos estatales»; sin embar-
go, imposible olvidar el Voto particular a esta Gltima Sentencia que deja la
puerta abierta a una extensién de los intereses respectivos, sobre el que luego
volveremos.

Habri que esperar a la STC 37/1981, de 16 de noviembre de 1981, FJ 1,
para reconducir el concepto de interés a los términos expuestos, en tanto en
ella se reconoce que «como tantos otros conceptos de la misma naturaleza en
nuestro texto constitucional, el de los «intereses respectivos» de las Comunida-

8 AJA, E. y otros (1985). E/ sistema juridico de las Comunidades Autdnomas, Madrid, Tecnos,
p.- 82y 117 resaltan expresivamente que «no es el interés quien determina la competencia, sino la
competencia quien indica el dmbito del interés respectivo», as{ como los riesgos que conllevaria lo
contrario para las Comunidades Auténomas. S. MUNOZ MACHADO, S. (1982). Derecho Piiblico
de las Comunidades Autinomas, Madrid, Civitas, pp. 203 y ss., también ve el interés general como
«un punto de referencia abstracto que al concretarse en poderes efectivos puede llevar a resultados
diversos» y que ha sido «traducido por el propio constituyente y vertido en los preceptos consti-
tucionales que concretan el alcance de los poderes del Estado y las condiciones de su ejercicio»,
convirtiendo el interés general en «poderes concretos». VIVER PI I SUNYER, C. (1989). «So-
beranfa...», ob. cit., p. 83, y BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés...» ob. cit., p. 36,
igualmente descartan que el interés general pueda ser «titulo habilitante inmediato de competen-
cias implicitas a favor del Estado». Sin embargo todavia recientemente, JIMENEZ DE PARGA,
M. (2009). «El interés general de Espafia en el reparto de competencias entre el Estado y las
Comunidades Auténomas», Asamblea, n.° 21, pp. 5 y ss., sigue viendo el interés general como
«algo mds que un criterio de atribucién y reparto de competencias».
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des Auténomas, de los Municipios o de las Provincias, camplen, sobre todo, la
funcién de orientar al legislador para dotar a estas entidades territoriales de los
poderes o competencias precisos para gestionarlos. Es el legislador, sin embargo,
el que, dentro del marco de la Constitucién determina libremente cudles son es-
tos intereses, los define y precisa su alcance, atribuyendo a la entidad las compe-
tencias que requiere su gestién. Para el intérprete de la ley, el dmbito concreto
del interés es ya un dato definido por la ley misma como repertorio concreto de
competencias. La determinacién, en caso de conflicto, del contenido de éstas,
ha de hacerse sin recurrir, salvo cuando la propia definicién legal lo exija, a la
nocién del interés respectivo, pues de otro modo se provocaria una injustificada
reduccién del dmbito de los intereses propios de la entidad auténoma definido
por el legislador y se transformarfa esta nocién del interés propio o respectivo en
una apelacion a la «naturaleza de las cosas», mediante la cual la decisién politica
se traslada del legislador al juez».

Lo dicho para el interés «autonémico» es trasladable al interés general, con-
cretado en este caso por el mismo constituyente en el listado de competencias
estatales del Art.149.1 CE, que no pueden ver ampliado su espectro por el le-
gislador retomando de nuevo la idea de interés general. As{ en la STC 76/1983,
de 5 de agosto de 1983, FJ 3, se descarta que el interés general sea una cldusula
de atribucién competencial cuando se afirma que «el constituyente ha tenido
ya presente el principio de unidad y los intereses generales de la Nacién al fijar
las competencias estatales» y en la STC 146/86, de 25 de noviembre, FJ 3, ex-
plicitamente se mantiene que «la persecucion del interés general se ha de mate-
rializar «a través de», no «a pesar de» los sistemas de reparto de competencias
articulados en la Constitucién, pues sélo asi podrd coordinarse con el conjunto
de peculiaridades propias de un Estado de estructura plural»’.

No obstante no ha sido raro encontrar con posterioridad otras Sentencias en
las que el Tribunal utiliza el criterio del interés general, sin que haya mencién
expresa al mismo en las normas del bloque constitucional, para delimitar el
ambito de las competencias, sobre todo de contenido econémico-social, jus-
tificando en estos casos la intervencién estatal en materias cuya competencia
correspondia en exclusiva a las Comunidades Auténomas'®. Baste con recordar

 Idea que reiteran las SSTC 48/1988, de 22 de marzo de 1988; 152/1988, de 22 de julio
de 1988; 75/1989, de 21 de abril de 1989; 13/1992, de 6 de febrero de 1992; 59/1995, de 17 de
marzo de 1995, entre otras.

10 VIVER PIISUNYER, C. (1989). «Soberanfa...», ob. cit., p. 85, enumera estos supues-
tos en que el Tribunal considera que es posible invocar el interés general, pues el bloque constitu-
cional «de forma implicita pero inequivoca» exige su aplicacién. A su juicio, esta extension atenta
contra el principio autonémico, en concreto, contra uno de sus elementos caracteristicos como es
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entre muchas la mencionada STC 146/1986, FJ 5, en la que se da el visto bueno
a que el Estado pueda intervenir en asistencia social, materia de competencia
exclusiva en todas las Comunidades Auténomas, respecto «de problemas y de
tratamiento de problemas que exceden del dmbito de la Comunidad Auténoma,
en cuanto se trate de politicas de asistencia social, que sélo tengan sentido en
cuanto referidas al pafs en su conjunto» y «... que presupongan en su concep-
cién, e incluso en su gestién, un 4mbito supracomunitario», debiendo el Estado
en estos casos «respetar en lo posible las competencias de las Comunidades
afectadas». Como sefiala Leguina Villa en su Voto particular, al no invocar nin-
gun titulo competencial que sirva de base a esta actuacién estatal, el Tribunal
implicitamente «mantiene por inercia practicas centralizadoras», cuando estd
reconociendo que el interés general, «entendido como interés estatal, es un
criterio suficiente para abrir a la disponibilidad e intervencién unilateral del Es-
tado aquellas materias. .. que la Constitucién y los Estatutos han entregado a las
Comunidades Auténomas, sin reserva o excepcion alguna en favor del Estado».
Intencién ésta que se deja traslucir en el Voto particular del Magistrado Jimé-
nez de Parga a la STC 13/1998, de 22 de enero de 1998, en tanto en materia
de medio ambiente y declaracién de impacto ambiental recuerda «que existe
un interés supraautonémico, o interés general de Espafia, que estd presente
cuando... el legislador apruebe [Proyectos} expresando dicho interés. En tales
circunstancias no s6lo quedan excepcionadas las competencias autonémicas, sino
incluso la aplicacién de la normativa reguladora...»'".

Tampoco es posible olvidar como el propio Tribunal, en una jurisprudencia
mds que consolidada desde la STC 32/1981, de 28 de julio de 1981, recurre al
concepto de interés general para ofrecer una definicién material de lo bdsico all{
donde existan competencias compartidas. «Segan reiterada jurisprudencia... el
concepto de «bases» 0, mds en concreto, de «legislacién bdsica» es un concepto
material que pretende «garantizar en todo el Estado un comin denominador

la garantia constitucional de unas competencias autonémicas que no pueden quedar a disposicién
de los 6rganos estatales, salvo en los casos extraordinarios constitucionalmente previstos.

"' Una referencia a la jurisprudencia constitucional sobre el interés general puede verse en
BERMEJO VERA, J. (1984). «El interés general como pardmetro de la jurisprudencia constitu-
cional», Revista vasca de Administracion Piiblica, n.° 10 Fasc. 2, pp. 103-138; TEROL BECERRA,
M. J. (1985). «El interés general...», ob. cit., pp. 433-454; ALBERTI ROVIRA, E. (1983). «El
interés general y las Comunidades Auténomas en la Constitucién de 1978», Revista de Derecho Po-
litico, n.° 18-19, pp. 111-122; FERNANDEZ FARRERES, G. (2005). L contribucién del Tribunal
Constitucional al estado autondmico, Madrid, Iustel, pp. 102-109, o mds recientemente JIMENEZ
DE PARGA, M. (2009). «El interés general...», ob. cit., pp. 5-12, pidiendo retomar la primera
jurisprudencia y reafirmar la supremacia constitucional del intetés general en cuanto soporte es-
tructural del reparto de competencias.
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normativo dirigido a asegurar, de manera unitaria y en condiciones de igualdad,
los intereses generales a partir del cual pueda cada Comunidad Auténoma, en
defensa de sus propios intereses, introducir las peculiaridades que estime conve-
nientes y oportunas, dentro del marco competencial que en la materia le asigne
el Estatuto» (SSTC 32/1981, 1/1982, 32/1983, 48 y 49/19988, 69/1988, etc).
En virtud de esa definicién material de lo bdsico corresponde al legislador estatal
delimitar su contenido y alcance, pero sin alterar el orden constitucional y esta-
tutario de competencias y sin que ello suponga que deba aceptarse en todo caso
su criterio, pues si la calificacién de un precepto como bésico resulta impugnada,
corresponde a este Tribunal, en tanto que intérprete supremo de la Constitucion,
revisar dicha calificacién y deducir, en tltima instancia, si la norma es o no ma-
terialmente bédsica» (STC 141/1993, de 22 de abril de 1993, FJ 3).

Como es de sobra sabido el Art. 149.1 CE sirve tanto para conferir com-
petencias al Estado como para limitar la atribucién de competencias a las Co-
munidades Auténomas por via estatutaria. La razén de que el Art. 149.1 CE
encomiende al Estado ciertas funciones respecto de ciertas materias se encuentra
en el principio de unidad, que exige dejar en sus manos aquellos aspectos vin-
culados con el interés general para lograr una respuesta unitaria y asegurar que
«el sistema politico pueda funcionar en clave de unidad y no se fragmente la
comunidad politica ni el territorio»'?. En su 6rbita, quedan, en definitiva, ele-
mentos estructurales del Estado globalmente considerado, especificaciones de su
soberania y del principio de unidad. En ocasiones, siguiendo la clasificacién del
Profesor Garcia de Enterrfa, esta vinculacién es directa por referirse a materias y
funciones sin las que tradicionalmente se entendia que el Estado dejarfa de serlo
(art. 149.1.2; 3; 4); en otras las competencias estatales propician la integracion
supraterritorial econémica o social (art. 149.1.1; 5; 6; 7; 8; 9; 10; 11; 12; 13;
15; 16; 17; 19; 20; 21; 22; 29) y hay veces que la competencia es parcial, pues
el Estado tan sélo fija criterios bdsicos comunes que uniformizan la normativa
autondémica'®, ya que la unidad y el interés general no siempre obliga a confe-
rirle en exclusiva todas las funciones sobre una materia. Las SSTC 35/1982, de
14 de junio de 1982, FJ 2 y 4/1981, de 2 de febrero de 1981, FJ 3, lo ponen asi
de manifiesto cuando afirman respectivamente que «el art. 149.1 de la Consti-

2. MUNOZ MACHADO, S. (1982). Derecho piiblico. .., ob. cit., p. 199.

> GARCIA DE ENTERRIA, E. (1985). «La significacién de las competencias exclusivas
del Estado en el sistema autonémico», Revista espaiiola de Derecho Constitucional, n.° 5, pp. 63-93,
ofrece esta clasificacién, indicando que todas las competencias del Art.149 CE «estdn ordenadas
a construir, preservar y reforzar de manera permanente la unidad nacional y su cohesién... como
estructuradores del conjunto y factores de integracién supraterritorial capaces de articular y sos-
tener el sistemax.

© UNED. Revista de Derecho Politico 159
N.© 87, mayo-agosto 2013, pdgs. 149-178



PALOMA REQUEJO RODRIGUEZ

tucién utiliza para delimitar el dmbito reservado en exclusiva a la competencia
estatal diversas técnicas... Sobresale, ... la diferencia... entre la reserva de toda
una materia (v. gr. Relaciones Internacionales, Defensa y Fuerzas Armadas,
Administracién de Justicia, Hacienda General y Deuda del Estado, etc.) y la re-
serva de potestades concretas (sea la legislacién bdsica o toda la legislacion sobre
determinadas materias)», puesto que concretar el interés respectivo «en relacién
a cada materia no es fdcil y, en ocasiones, s6lo puede llegarse a distribuir la
competencia sobre la misma en funcién del interés predominante, pero sin que
ello signifique un interés exclusivo que justifique una competencia exclusiva en
el orden decisorio».

Incluso es posible que no todas las competencias mencionadas en el
Art. 149.1 CE presenten una vinculacién de igual signo con el interés general
y con el Estado total, pues algunas por su afectacién suprarregional recaen en
el Estado central en atencién al 4mbito territorial de su actuacién'®. La propia
STC 42/1981, de 22 de diciembre de 1981, FJ 2, parece diferenciar asf dentro
del interés general, el interés de la Nacion y el interés supracomunitario, cuan-
do subraya que «la Constitucién distingue entre distintos niveles del interés
general, en funcién de los cuales han de atribuirse las respectivas competencias
(arts. 150.3, 155.1 y 137, entre otros). En concreto, la consecucién del interés
general de la Nacidn, en cuanto tal, y de los de cardcter supracomunitario, que-
da confiada a los 6rganos generales del Estado, lo que se traduce en la atribucién
al mismo de una serie de competencias, entre las cuales se encuentran las del
art. 149.1 de la Constitucién y, por otra parte, el interés general propio de cada
Comunidad se refleja asimismo en la asuncién de una serie de competencias en
su respectivo Estatuto. La técnica utilizada por la Constitucién es compleja,
dada la coincidencia sobre una misma materia de intereses generales de diverso
alcance, y dado que un mismo objeto es susceptible —generalmente— de ser
situado en diversos campos».

En definitiva, la indeterminacién del concepto interés general es limitada
en lo relativo al reparto ordinario de competencias. El constituyente ya plasmé
su contenido en el listado de competencias estatales del Art. 149 CE, restrin-
giendo de este modo en gran medida el margen de actuacién del legislador.
Sé6lo cuando el titulo competencial, como en el caso de puertos, aeropuertos,
obras publicas, hace referencia expresa al interés general, en qué consista éste

14 MUNOZ MACHADO, S. (1982). Derecho pitblico..., ob. cit., p. 203, no considera la
suprarregionalidad por s{ misma «motivo de reserva de competencia al Estado», y ALBERTI
ROVIRA, E. (1983). «El interés general...», ob. cit., p. 122, también distingue el interés del
Estado del interés suprarregional.
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debe ser concretado en cada supuesto por los poderes pablicos, sin perjuicio de
su control por el Tribunal Constitucional®, pues, como sefiala la STC 68/1984,
de 11 de junio de 1984, FJ 4, «no cabe desconocer que la facultad atribuida por
la Constitucién al Estado para definir el interés general, concepto abierto e in-
determinado llamado a ser aplicado a las respectivas materias, puede ser contro-
lada, frente a posibles abusos y a posteriori por este Tribunal». De igual modo y
sujeto a idéntica fiscalizacion, el legislador deberd proceder a la definicién de un
interés general, ya plasmado en la misma comparticién competencial, cuando
precise en cada caso qué es lo bdsico; una exigencia derivada de la nocién ma-
terial de bases acuflada por la jurisprudencia constitucional, mds que del tenor
expreso de la Constitucién, como sucedia en el caso anterior.

Después de todo lo visto, pretender que el mero concepto de interés general
pueda dar cobertura a una recuperacion por parte del Estado de competencias de
titularidad autonémica no resulta posible; tal cosa requerirfa una reforma cons-
titucional o estatutaria. El Estado podria recobrar, de haberlas, competencias de
su titularidad cuyo ejercicio hubiera transferido a las Comunidades Auténomas
a través de las leyes del Art. 150 CE mediante su derogacién unilateral y podria
todo lo mds intentar «menguar» el alcance de la legislacién de desarrollo au-
tonémico a través de una redefinicién de lo bdsico que, sin vaciar de contenido
a aquella competencia, se adecuara a las nuevas circunstancias, pero lo que en
ningin caso podria tener lugar invocando el interés general es una devolucién
forzosa de competencias autonémicas al Estado o una «apropiacién indebida» de
las mismas fuera de los casos previstos constitucionalmente con cardcter extraor-
dinario, pues si algo caracteriza la autonomfia es la garantia que ofrece la Consti-
tucién a unas competencias autonémicas reflejo de sus intereses e indisponibles
frente a los 6rganos estatales en tanto estatutariamente reconocidas.

b, El interés general y las leyes de armonizacion del Art.150.3 CE

El reparto ordinario de competencias puede verse alterado a través de la
aprobacién de las leyes de armonizacién previstas en el Art. 150.3 CE. Estas
leyes bien convierten en compartidas competencias de ordinario exclusivas de
las Comunidades Auténomas, bien incrementan el tratamiento juridico dispen-
sado por el Estado si operan sobre competencias ya compartidas'®. Para ello es

1 BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés...», ob. cit, p. 37.

16" Esta posible extensién de la armonizacién a competencias compartidas es contemplada
por la STC 76/1983, aunque es duramente criticada por la doctrina que entiende que las bases es-
tatales son instrumento suficiente, y més cuando su alcance es tan ampliamente interpretado por
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indispensable que haya una razén de interés general que a juicio del Congreso y
del Senado asi lo aconseje. Como el interés general ya ha sido tenido en cuenta
por el constituyente al establecer el marco de distribucién competencial, sélo en
situaciones excepcionales el legislador debe poder recurrir al mismo criterio para
alterar la diversidad que tal marco permite. En definitiva, el interés general es
el presupuesto habilitante de unas leyes de armonizacién que hasta el momento
no han llegado a aprobarse, tras la experiencia fallida de la Ley orgdnica de ar-
monizacién del proceso autonémico. El legislador adquiere aqui un papel mds
relevante que en el caso anterior, pues es a él a quien compete determinar cudndo
existe y en qué consiste ese interés general, con un amplio margen, aunque no
exento de control.

En la STC 76/1983, de 5 de agosto de 1983, que resuelve el recurso inter-
puesto contra la mencionada Ley orgdnica, el Tribunal Constitucional aprovecha
para aclarar el alcance de estas leyes a la luz de una interpretacién sistemdtica
del modelo de distribucién de competencias. En su Fundamento juridico 3 nos
recuerda de nuevo que el «constituyente ya ha tenido presente el principio de
unidad y los intereses generales de la nacién al fijar las competencias estatales y
que es la imposibilidad de que el texto constitucional agote todos los supuestos
lo que explica que la propia Constitucién haya previsto la posibilidad de que
el Estado incida en el dmbito competencial de las Comunidades Auténomas,
por razones de interés general». Las leyes de armonizacion se convierten asi en
una «norma de cierre del sistema, aplicable s6lo a aquellos supuestos en que el
legislador estatal no disponga de otros cauces constitucionales para el ejercicio
de su potestad legislativa o éstos no sean suficientes para garantizar la armonfa
exigida por el interés general, pues en otro caso el interés que se pretende tute-
lar y que justificarfa la utilizacién de la técnica armonizadora se confunde con
el mismo interés general que ya fue tenido en cuenta por el poder constituyente
al fijar el sistema de distribucién de competencias». Es por ello que el Tribunal
afirma que «las leyes de armonizacién vienen a complementar, no a suplantar,
las demds previsiones constitucionales», en tanto no han podido dar respuesta a
todas las exigencias del interés general.

Su uso excepcional no es la Gnica garantia que debe rodear la aprobacién de
este tipo de leyes para evitar que vacien de contenido a las competencias auto-
némicas. No nos referimos tan sélo a la necesaria mayoria absoluta que se re-
quiere en ambas Cdmaras para apreciar la existencia de interés general. Las leyes
de armonizacién deben ser leyes de principios, que no agoten totalmente la re-

la jurisprudencia constitucional, para salvaguardar el interés general. Ver por todos BAYONA I
ROCAMORA, A. (1984). «Interés...», ob. cit., pp. 55 y ss.
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gulacién de la materia de la que se ocupan, para que tenga cabida la normacién
autonémica en el respeto a lo que aquellas establezcan, asegurando asi la cohe-
rencia del sistema y «viabilidad del resultado final del proceso autonémico»'’.
El objeto de armonizacién son disposiciones autonémicas, de rango legal o
reglamentario, ya dictadas o por dictar en ejercicio de competencias exclusivas
o compartidas. El cardcter extraordinario de estas leyes parece aconsejar que
su formulacién tenga lugar a posteriori, con una finalidad correctora de una
normativa autonémica que se vera desplazada al introducir una «desarmonia»
constatable, aunque no se puede descartar que no todas las Comunidades hayan
regulado atin la materia de la que se trate, desarrollando entonces las leyes ar-
monizadoras una funcién preventiva'®.

En la situacién actual de crisis y de invocacién continua al interés general
para superarla, estas leyes, llegado el caso, pueden ser un mejor instrumento,
en lo que tienen de constitucionalmente licitas, provisionales y menos gravosas
para las Comunidades, que otras opciones, como la amenaza de la coaccién del
Art. 155 CE o una interpretacién expansiva de las competencias estatales ordi-
narias.

En definitiva, las leyes de armonizacién redefinen con cardcter no definitivo
el reparto competencial efectuado constitucional y estatutariamente, al restrin-
gir el dmbito de las funciones que en principio podian ejercer las Comunidades
Auténomas, sin cuestionar su titularidad, en beneficio del Estado. Las Cortes
disfrutan aqui de un mayor protagonismo, pues, habilitadas por el constitu-
yente, a ellas les corresponde determinar cudndo existe un interés general que

7" SSTC 76/1983, de 5 de agosto de 1983, F]J 3; 100/1984, de 8 de noviembre de 1984, FJ 3.

18 Sobre las leyes de armonizacién véase, MUNOZ MACHADO, S. (1982). Derecho pribli-
co..., ob. cit., pp. 430 y ss. y, del mismo autor (1983). «La interpretacién de la Constitucién,
la armonizacién legislativa y otras cuestiones» Revista espaiiola de Derecho Constitucional, n.° 9,
pp. 117-145; AJA FERNANDEZ, E., DE CARRERAS SERRA, F. (1983). «Carécter de las
leyes de armonizacién», Revista de Derecho politico, n.° 18/19, pp. 63 y ss.; VERNET I LLOVET,
J. (1984). Concepte y objecte de les Lleis d’harmonitzacid, Barcelona, Generalitat de Catalunya,
1984; SALAS HERNANDEZ, J. (1984). «Estatutos de autonomia, leyes bdsicas y leyes de
armonizacion», en Organizaciin territorial del Estado (Comunidades Autdnomas), Madrid, Insti-
tuto de Estudios fiscales, pp. 55 y ss.; SANCHEZ AGESTA, L. (1984). «Las leyes de armo-
nizacién», en Organizacion territorial del Estado (Comunidades Autdnomas), Madrid, Instituto de
Estudios fiscales, pp. 2835 y ss.; BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés...», ob. cit.,
pp- 45 y ss.; AJA, E. y otros (1985). E/ sistema juridico..., ob. cit., pp. 181 y ss.; DE OTTO
Y PARDO, 1. (1987). Derecho constitucional..., ob. cit., p. 274; ETXEBARRIA ETXEITA, I.
(1992). «Las leyes de armonizacién en la Constitucién y en el ordenamiento de la CAPV. La
ley de armonizacién, coordinacién y colaboracién fiscal», Revista vasca de Administracion Piiblica,
n.°32, pp. 49y ss.
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justifique la aprobacién de la ley armonizadora, sin que ello signifique que
estemos ante una decisién totalmente libre y no fiscalizable por el Tribunal
Constitucional.

¢.  El interés general y los instrumentos de coercion del Art. 155 CE

El Art. 155 CE prevé tanto en caso de incumplimiento efectivo de las obli-
gaciones constitucional o legalmente impuestas a las Comunidades Auténo-
mas'”, como en caso de actuacién gravemente atentatoria del interés general de
Espaifia, que el Gobierno estatal, previo requerimiento no atendido al Presidente
de la Comunidad Auténoma, pueda adoptar con la aprobacién de la mayoria
absoluta del Senado las medidas necesarias para obligar al cumplimiento forzo-
so de dichos deberes o para proteger el interés general. Se trata de una férmula
similar, salvo precisamente por la referencia al interés general, a la coaccion
federal acogida en el Art. 37 LFB.

De nuevo aqui el interés general se configura como uno de los presupues-
tos habilitantes para poder acordar estas medidas coactivas. Por mucho que la
constataciéon del incumplimiento de deberes normativamente impuestos re-
sulte mucho mds sencilla conforme a pardmetros objetivos, entendemos que la
referencia al interés general no exige ser vinculada y asimilada a este incum-
plimiento, como defiende el Profesor Mufioz Machado y la mayoria de la doc-
trina, pues estarfamos ante una reiteraciéon sin sentido contraria a la diversi-
dad de respuestas que el propio precepto contempla para cada supuesto, as{
como tampoco parece que nos encontremos, como sefiala el Profesor Virgala,
ante un mismo presupuesto material con una diferencia de intensidad®’. Mu-

Y En opinién de AJA, E. y otros (1985). E/ sistema juridico..., ob. cit., p. 473; CALAFELL
FERRA, V. J. (2000). «La compulsién o coercién estatal (estudio del articulo 155 de la Constitu-
cién espafiola)», Revista de Derecho Politico, n.° 48-49, p. 104; VIRGALA FORURIA, E. (2005).
«La coaccién estatal del Articulo 155 de la Constitucién», Revista espaiiola de Derecho Constitucional,
n.° 73, p. 85, que suscribimos, se ha de tratar de un incumplimiento grave, reiterado y efectivo de las
obligaciones impuestas a la Comunidad Auténoma por la Constitucién o por normas con rango de
ley estatales, autonémicas o de origen internacional a través de una accién u omisién de los 6rganos
superiores de las Comunidades Auténomas. Més polémica despierta la exigencia de dolo o culpa en
el incumplimiento, descartada por la mayorfa que ve tan sélo necesario un incumplimiento objetivo,
0 la cuestion del alcance material de las normas vulneradas, que algunos limitan tan sélo a aquellas
con incidencia en el reparto competencial. En ese sentido, GARCIA TORRES, J. (1984). «El
articulo 155 de la Constitucion espafiola y el principio constitucional de autonomia», en VV.AA., Or-
ganizacion terrvitorial del Estado (Comunidades Autinomas), Vol. 11, Instituto de Estudios Fiscales, p. 1189.

2 VIRGALA FORURIA, E. (2005), «La coaccién...», ob. cit., p. 92, entiende que el
atentado grave al interés general de Espafia se ha de plasmar en el incumplimiento doloso y
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cho menos, cayendo en el otro extremo, creemos que el Art. 155 CE permita
una mera apelacién genérica, ni, como sugieren los Profesores Cruz Villalén o
Goémez Orfanel, una estimacion totalmente libre de lo que haya de entenderse
por interés general y de si procede su invocacién?'. De lo que se trata es de
forzar al Gobierno a concretar qué interés general se ve afectado por la actua-
cién autonémica, mediante una interpretacién del mismo conforme a los
principios constitucionales que le permita justificar la razonabilidad de la
decisién de poner en marcha el Art. 155 CE*’. Resultan sumamente expresi-
vas las palabras del citado Garcfa Torres cuando afirma que el interés general
no es un principio pre y supraconstitucional que se impone a todo el sistema
de valores de la Constitucién, ni el Art. 155 CE una autorizacién del consti-
tuyente contra la Constitucién o sus principios cardinales; al contrario, es una
técnica al servicio de esos principios, sobre todo el de autonomia y no sélo el
de unidad, pues en dltimo término pretende que la Comunidad retorne al
marco de autonomia constitucionalmente declarado de la que es titular®.
Debe, por tanto, ser susceptible de control jurisdiccional, no sélo el respeto al

reiterado de obligaciones constitucionales o legales con el fin manifiesto de no respetar el reparto
de poder entre entes territoriales establecido en la Constitucién; el caso de mero incumplimiento
de las obligaciones constitucionales y legales harfa referencia a incumplimientos puntuales y
culposos. Segtin el mismo autor la coaccién del Art. 155 CE parece reservada sélo a los casos en
que los 6rganos de una Comunidad Auténoma «incumplan el ordenamiento constitucional, ese
incumplimiento haya sido declarado judicialmente y aquéllos se nieguen reiteradamente a dar
cumplimiento a las sentencias judiciales»... «de modo expreso y contumaz», afectando «a aspec-
tos fundamentales de las reglas del juego democritico», sin que «ni la urgencia, ni la gravedad,
puedan conducir a la aplicacién del Art. 155 CE».

2l Esta compresién del Art. 155 CE como cldusula de plenos poderes y la referencia al
interés general como enunciado «de indole politica, libremente apreciado por el Gobierno y el
Senado», puede verse en profundidad en CRUZ VILLALON, P. (1984).«La proteccién extraot-
dinaria del Estado», en PREDIERI, A. y GARCIA DE ENTERRIA, E., La Constitucién espaiiola
de 1978, Madrid, Civitas, p. 689, y GOMEZ ORFANEL, G. (2009). «Art.155 CE», en CASAS
BAAMONDE, M.* E. RODRIGUEZ-PINERO y BRAVO-FERRER, M., Comentarios a la Cons-
titucion espaiiola. XXX aniversario, Madrid, Fundacién Wolters Kluwer, p. 2580.

22 Sobre el Art. 155 CE, en el sentido apuntado en el texto, ademds de la obra citada, pue-
de consultarse, MUNOZ MACHADO, S. (1982). Derecho piblico..., ob. cit., p. 450; GARCIA
TORRES, J. (1984). «El articulo 155 ...», ob. cit., p. 1266; AJA, E. y otros (1985). E/ sistema. . .,
ob. cit., p. 471; BALLART, X. (1987). «Coercié estatal i autonomies. Estudi de l'article 155 de
la Constitucién de 1978», Barcelona, Escola d’Adminstracié Pablica de Catalunya, 1987; CALA-
FELL FERRA, V. J. (2000). «La compulsién...», ob. cit., p. 99.

% GARCIA TORRES, J. (1984). «El articulo 155...», ob. cit., p. 1266. En una linea
similar, ALVAREZ ALVAREZ, L. (2008). La lealtad constitucional en la Constituciin espaiiola de
1978, Madrid, CEPC, pp. 216y ss., ve el Art. 155 CE como una norma de lealtad constitucional
de cierre del sistema que pretende salvaguardar en dltimo extremo y en casos excepcionales el
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procedimiento establecido en el Art. 155 CE o la proporcionalidad de las me-
didas elegidas, como veremos, sino la existencia misma de presupuesto habi-
litante para que pueda operar la ejecucién forzosa®!.

Con el mismo espiritu restrictivo que hemos expuesto en las leyes de armo-
nizacién, el recurso a la coaccién estatal debe ser extraordinario®, poniéndose
en marcha tan sélo en aquellos casos en que tras agotar las respuestas ordinarias
no se han logrado los resultados esperados®®. Del mismo modo las medidas ele-
gidas, aqui si con gran margen de discrecionalidad politica, han de ser propor-
cionadas, es decir, idéneas, necesarias y proporcionadas en sentido estricto al fin
que se pretende, a la par que provisionales, pues finalizardn una vez cumplido
su objetivo.

En qué puedan consistir esas medidas coactivas hasta ahora habfa sido obje-
to de debate tedrico, pues nunca habia llegado a plantearse seriamente su uso,
siendo aconsejable arbitrar diferentes respuestas en funcién del presupuesto
que ha desencadenado la activacién del Art. 155 CE. Frente a meros incumpli-
mientos esporddicos de gravedad se sugiere la imparticién de instrucciones a
los 6rganos autonémicos con la consiguiente subordinacién de estos al Estado;
su sustitucién temporal por 6rganos estatales; la privacion de efectos o la sus-
pensién de la ejecutividad de las actuaciones, acuerdos o resoluciones autoné-
micas que hayan incumplido las obligaciones impuestas por el ordenamiento;
la suspensién de transferencias de servicios, de fondos o de la participacién en
ingresos del Estado o medidas econémicas o financieras de presién. Pero cuando
estd seriamente en juego el interés general, aunque muchos siguen apostan-
do por la sustitucién, otros estiman que deben adoptarse medidas incluso de
mayor calado”. En nuestra opinién debe descartarse la disolucién definitiva

contenido nuclear del principio estructural autonémico, la eficacia del resto de normas de lealtad
y el ordenamiento en su conjunto.

21 En este sentido, AJA, E. y otros (1985). E/ sistema juridico. .., ob. cit., p. 475.

» La STC 49/1988, de 22 de marzo de 1988, FJ 31 lo califica de medio extraordinario de
coercion.

26 VIRGALA FORURIA, E. (2005). «La coaccién...», ob. cit., p. 81, defiende que el Art.
155 CE «sélo puede utilizarse como ultimisima ratio». Por el contrario, AJA, E. y otros (1985). E/
sistema juridico. .., ob. cit., p. 471, consideran el mecanismo previsto en el Art. 155 CE extraordina-
rio, en tanto altera «la ordinaria distribucién de poderes» entre Estado y Comunidades Auténomas,
pero también auténomo y no subsidiario respecto del resto de medios de control o resolucién de
conflictos, que no tienen por qué agotarse para poder utilizar la coaccién del Art.155 CE. GARCIA
TORRES, J. (1984). «El articulo 155...», ob. cit., p. 1224, estima que no es juridicamente exigi-
ble, aunque si politicamente aconsejable, que la coaccién sea excepcional y subsidiaria.

77 VIRGALA FORURIA, E. (2005). «La coaccién...», ob. cit., p. 98; CALAFELL FERRA,
V. J. (2000). «La compulsion...», ob. cit., p. 129, ofrecen un resumen de todas ellas.
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o la suspensién temporal de la Comunidad Auténoma o de sus 6rganos®®. La
sustitucion puntual de los 6rganos autonémicos en la realizacién de las actua-
ciones afectadas por los presupuestos habilitantes, casa mal, a nuestro juicio,
con el tenor literal de un Art. 155 CE que subraya que ha de ser la Comunidad
Auténoma la que se vea obligada al cumplimiento forzoso de sus obligaciones,
mostrando una naturaleza mds compulsiva que represiva®’. Parece entonces pre-
ferible que el Gobierno adopte instrumentos de presién o dé instrucciones a las
Comunidades Auténomas para obligarlas a cumplir sus deberes o a respetar el
interés general; las instrucciones podrian ser por si mismas una de las medidas
a tomar y no sélo, como prevé el mismo Art. 155 CE, un instrumento al servi-
cio de la ejecucién de otras. Responder a un incumplimiento de obligaciones
constitucionales o a un atentado contra los intereses generales, pagando con la
misma moneda, como parece concluirse de las demds alternativas que se sugie-
ren, resultarfa paradéjico, cuando, como ha quedado dicho, el propio Art. 155
CE pretende proteger el Estado compuesto, «reconduciendo la autonomia a su
cauce constitucional»*’.

Pero del plano teérico hemos pasado en los dltimos tiempos a una practica
que parecia ya descartada. Con la aprobacion de la Ley orgdnica 2/2012, de 27
de abril, de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera se ha dado un
paso adelante.

En efecto, en el Predmbulo de esta ley se pone de manifiesto como la esta-
bilidad presupuestaria consagrada constitucionalmente debe ser salvaguardada
para garantizar la financiacién adecuada del sector pablico, reforzar la confianza
en la economia espafiola y asegurar el compromiso con la Unién Europea. Como
novedad la ley regula en un texto Gnico la estabilidad presupuestaria y la sos-
tenibilidad de todas las Administraciones puablicas, estatales, autonémicas y
locales. Tras aclarar el objeto y el dmbito de aplicacién subjetivo de la misma en

% VIRGALA FORURIA, E. (2005). «La coaccién...», ob. cit., p. 103, tampoco se muestra
a favor de la supresion o suspension indefinida del régimen autonémico, pero si de la disolucién
de sus 6rganos politicos fundamentales por un plazo prudencial no superior a un afio.

2 AJA, E. y otros (1985). E/ sistema juridico..., ob. cit., p. 474, siendo contrarios a la
disolucién o suspensién de los entes autonémicos o de sus érganos, se muestran partidarios,
sin embargo, de su sustitucién en la realizacién de las actividades concretas que generaron el
presupuesto habilitante. También GARCIA TORRES, J. (1984). «El articulo 155...», ob. cit.,
p. 1280, sigue esta linea, aunque es precisamente él quien resalta esa faceta de compulsién y
no de represién que ha de tener la medida. Sin embargo, ALVAREZ ALVAREZ, L. (2008). L«
lealtad..., ob. cit., p. 223, se muestra reacio a las medidas de disolucién y sustitucién, pues de la
letra del precepto deriva que han de ser las Comunidades las que actien y que el Estado todo lo
mds podrfa incumplir alguna norma que dote de eficacia a las competencias autonémicas.

%0 GARCIA TORRES, J. (1984). «El articulo 155...», ob. cit., p. 1219.
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estos términos, la ley sienta sus principios generales —estabilidad presupues-
taria, plurianualidad, transparencia, eficacia/eficiencia, sostenibilidad financie-
ra, responsabilidad y lealtad institucional—; sefiala la obligacién de todas las
Administraciones publicas de presentar equilibrio o superdvit sin incurrir en
déficit estructural, salvo en circunstancias excepcionales que la propia norma
especifica; prohibe que su gasto supere la tasa de crecimiento de referencia del
producto interior bruto (PIB); limita la deuda en un 60% del PIB establecido
en la normativa europea y fija la prioridad de pago de los intereses y el capital
de la deuda publica y los criterios para el establecimiento de los objetivos de
estabilidad presupuestaria y de deuda para cada Administracién pablica y para
las Comunidades Auténomas. De su cumplimiento deberdn informar los desti-
natarios de la ley en los proyectos de Presupuesto, en los Presupuestos iniciales
y en la fase de ejecucion; la verificacion de estos extremos en las etapas previas
a la ejecucién permitird una actuacién preventiva y que puedan tomarse en su
caso medidas de correccion.

Son precisamente estas medidas preventivas, correctivas y coercitivas, regu-
ladas en el Capitulo IV de la ley, las que aqui nos interesan.

Sin perjuicio del seguimiento automadtico de todos estos datos a través de un
mecanismo de alerta temprana similar al comunitario, el Gobierno formulard una
advertencia de correccién a la Administracién responsable en caso de riesgo de
incumplimiento de los objetivos de estabilidad, deuda publica o regla de gasto. Si
en un mes no toman medidas o resultan insuficientes se activard la correccién. De
incumplirse el objetivo de estabilidad o de deuda publica, el Estado deberd auto-
rizar las operaciones de endeudamiento de la Comunidad Auténoma, salvo las de
crédito a corto plazo que no sean de financiacién exterior, en el supuesto de que la
Comunidad Auténoma haya presentado un plan econémico-financiero idéneo, con
el contenido, tramitacién y seguimiento que establece la ley, para corregir la des-
viacién en un aflo; ademads se contemplan otras medidas automadticas de correccién
como el necesario informe favorable del Ministerio de Hacienda para conceder
subvenciones o suscribir convenios. Si el mencionado plan econémico-financiero
no se presenta, no se corrige, no se aprueba o no se cumple, la Administracién
responsable debe aprobar en quince dfas una no disponibilidad de créditos, pu-
diendo pasar a ser ejercidas por el Estado sus competencias sobre tributos cedidos,
asi como debe constituir un depésito del 0,2 % de su PIB nominal que en seis
meses, de reiterarse los incumplimientos, se convertird en multa coercitiva. Por
dltimo, en el caso de que las Comunidades Auténomas no adopten los acuerdos de
no disponibilidad, no constituyan el depdsito o no implementen las medidas de
obligado cumplimiento propuestas por una comisién de expertos, el Art. 26 de la
ley, con base en el Art. 155 CE, establece que el Gobierno requerird al Presidente
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autonémico que en un plazo determinado lleve a cabo esas actuaciones. Ante la
desatencién del requerimiento, el Gobierno, con aprobacién por mayoria absoluta
del Senado, adoptard medidas para obligar a su ejecucién forzosa, pudiendo dar
instrucciones a todas las autoridades de la Comunidad Aut6noma. Cudles sean
éstas no se especifica, pero parece descartarse la disolucién de la misma o su sus-
pensién, pues a diferencia del dmbito municipal respecto del que se concreta de
manera expresa que puede llegarse a tal situacion en sintonia con la previsién del
Art. 61 de la Ley de Bases de régimen local, respecto de las Comunidades Auté6-
nomas nada se dice. De la vigilancia y de las advertencias —medidas preventi-
vas— se pasa a la presién y a una cierta intervencién para que las Comunidades
Auténomas actten presentando un Plan econémico-financiero —medidas correc-
tivas—; s6lo en Gltimo término, si no llevan a cabo las obligaciones derivadas de
la no presentacién, no correccién o incumplimiento de este tltimo o desoyen las
propuestas vinculantes formuladas por la Comisién de expertos, se pondrin en
marcha las medidas de coaccién mds proximas a las instrucciones que a la sustitu-
cién de los 6rganos autonémicos y lejos de la disolucién o de la suspension, en la
linea que aqui se defiende. Unas instrucciones que no deberian alterar el esquema
normal de relaciones Estado-Comunidades Auténomas, basado en una inexistente
relacién de supra/subordinacién entre ellas, sino que al contrario deberfan ser
plasmacion de la superioridad no jerdrquica del Estado respecto de las Comunida-
des Auténomas en aras del principio de unidad y de la supremacia del interés
general. As{ lo recuerda la STC 4/1981, de 2 de febrero de 1981, FJ 3, cuando
afirma en relacién a los entes locales, pero con mayor motivo respecto de las Co-
munidades Auténomas, que la Constitucién «contempla la necesidad —como una
consecuencia del principio de unidad y de la supremacia del interés de la Na-
cién— de que el Estado quede colocado en una posicién de superioridad, ... tanto
en relacién a las Comunidades Auténomas, concebidas como entes dotadas de
autonomia cualitativamente superior a la administrativa (arts. 150.3 y 155, entre
otros), como a los entes locales (art. 148.1.2.). Posicién de superioridad que per-
mite afirmar... que el principio de autonomia es compatible con la existencia de
un control de legalidad sobre el ejercicio de las competencias, si bien entendemos
que no se ajusta a tal principio la previsién de controles genéricos e indetermina-
dos que sitden a las entidades locales en una posicién de subordinacién o depen-
dencia cuasi jerdrquica de la Administracién del Estado u otras Entidades territo-
riales... Control de legalidad... naturalmente... siempre con la posibilidad de
control jurisdiccional posterior... En cambio, la autonomfa garantizada por la
Constitucién quedarfa afectada en los supuestos en que la decisién correspondien-
te a «la gestién de los intereses respectivos» fuera objeto de un control de oportu-
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nidad de forma tal que la toma de la decisién viniera a compartirse por otra Ad-
ministracién. Ello, naturalmente, salvo excepcién que pueda fundamentarse en la

propia Constitucién»>".

4. LA INTERPRETACION CONSTITUCIONALMENTE ADECUADA
DEL INTERES GENERAL

Por muy indeterminado y contingente que sea el concepto de interés general
no estamos ante un concepto vacio de contenido que pueda ser precisado a su
antojo por aquél a quien le corresponda esa tarea; en el caso que nos ocupa su con-
tenido minimo es deducible de una interpretacion sistemdtica del texto constitu-
cional®’. Cuando el constituyente ya ha plasmado la nocién de interés general en
algunas de sus normas, como en el Art. 149.1 CE, los 6rganos estatales se limitan
a materializar esa idea al ejercer sus competencias exclusivas legislativas y ejecuti-
vas sin invadir las ajenas. Sélo cuando el constituyente apela a la propia nocién de
interés general para definir una de esas competencias o cuando la competencia es
compartida, correspondiéndole al Estado la regulacién de lo bésico, el legislador
estatal cobra un mayor protagonismo, porque asi lo ha querido el constituyente y
el Tribunal Constitucional con la nocién material de bases. Aquf con su actuacién
el legislador implicitamente acaba por concretar que ha de entenderse por interés
general, en tanto este como condicién de ejercicio de su potestad no ha sido to-
talmente precisado y es él quien sujeto a ciertas limitaciones debe apreciarlo. Lo
mismo ocurre en aquellos otros supuestos donde las Cortes o una de sus Cdmaras
han de valorar si existe o no un interés general que justifique la puesta en marcha
de los mecanismos previstos en los Arts. 150.3 y 155 CE. Ni atin en esos casos
en que el constituyente o el intérprete supremo de su obra dejan en sus manos la
concrecién del concepto, entendemos que sean totalmente libres, ya que estdn me-
diatizados por los datos que sobre el qué, el quién, el cémo o el para qué la norma

U AJA, E. y otros, E/ sistema juridico. .., ob. cit., pp. 82 y ss. incide en que esa superioridad no je-

rdrquica, aunque no habilita al Estado a crear controles genéricos de legalidad u oportunidad de las Co-
munidades Auténomas, si sirve para poner en marcha los instrumentos necesarios para el cumplimiento
de su funcién especifica de defensa del interés general. TOLIVAR ALAS, L. (1981). E/ control del Estado
sobre las Comunidades Autdnomas, Madrid, Instituto de Estudios de la Administracién local, p. 186, tam-
bién subraya que la posibilidad de impartir directivas en el marco del Art. 155 CE crea una relacién de
supremacia/subordinacién hasta el punto, a su juicio, de poder hablar de codecisién.

2. Como ya se ha puesto de manifiesto, SAINZ MORENO, F. (1976). Conceptos juridicos. ..,
ob. cit., p. 323, considera que el interés publico tiene una idea nuclear que sélo podrd ser modu-
lable por el legislador segtn el texto y el contexto en el que aparezca a través de un procedimiento
juridico democritico.
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suprema les ofrece con caricter previo y a los que razonablemente deben adecuar
su decisién bajo el control del Tribunal Constitucional.

Aunque la precision del interés general y su tutela corresponde a érganos
estatales, eso no significa que las Comunidades Auténomas, como parte del
todo estatal, sean ajenas a él, ni que el Estado cuando proceda a llevar a cabo
aquella tarea lo haga en calidad de otra de las partes del todo, olvidando el
principio autonémico, sino que, muy al contrario, el interés general por el
que debe velar es el de ese todo. Los principios de unidad y autonomia son
dos caras de una misma moneda que deben ser tenidos en cuenta por el Es-
tado y por las Comunidades Auténomas como algo propio y han de actuar
lealmente en su defensa; garantizar la diversidad refuerza la unidad como
fundamento y limite de nuestro modelo de organizacién territorial®.

La superioridad del interés general nace de su contenido inclusivo, que ha
de tener en cuenta no sélo al Estado central sino también a las Comunidades
Auténomas, mucho mds alld de ser una mera suma de sus respectivos intere-
ses*’. Esos tres elementos, un todo y las dos partes que lo integran, parecen
desprenderse del reconocimiento del cardcter anfibolégico del término Estado
en la STC 32/1981, de 28 de julio de 1981, en donde en su FJ 5, se afirma
que «en ocasiones (as{, arts. 1, 56, 137 y en la propia rdbrica de su Titulo VIII,
por mencionar sélo algunos ejemplos) el término Estado designa la totalidad
de la organizacion juridico-politica de la nacién espanola, incluyendo las or-
ganizaciones propias de las nacionalidades y regiones que la integran y la de
otros entes territoriales dotados de un grado inferior de autonomfia; en otras,
por el contrario (asi, en los arts. 3.1, 149, 150), por Estado se entiende sélo el
conjunto de las instituciones generales o centrales y sus érganos periféricos,
contraponiendo estas instituciones a las propias de las Comunidades Auténo-
mas y otros, entes territoriales auténomos...»?>.

El interés general debe ser realizable y estar presente en la actuacién de las
partes que forman ese todo. En el caso de las Comunidades Auténomas, no sélo
indirectamente cuando ejerzan sus competencias, también de manera directa. El
Voto particular formulado por los Magistrados Latorre, Diez de Velasco, Tomds
y Valiente y Ferndndez Viagas a la STC 25/1981, de 14 de julio de 1981, no

GARMENDIA MADARIAGA, A. (2011). La posible plasmacién. .., ob. cit., p. 11, de-
fiende la idea de que «la estabilidad de la unidad proviene del reconocimiento de la diversidad».

' En este sentido TEROL BECERRA, M. J. (1985). «El interés general...», ob. cit.,
pp. 433-454.

»  Un planteamiento del interés general no dual, sino sobre la existencia de ese tercer
miembro, y realizable por todos los entes que conforman el estado como totalidad puede encon-
trarse en GARMENDIA MADARIAGA, A. (2011). La posible plasmacion. .., ob. cit., p. 25.
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pudo ser mds expresivo al afirmar que «cuando el art. 137 de la Constitucién
reconoce a las Comunidades autonomia para «la gestién de sus respectivos
intereses» comprende los intereses juridico-administrativos (competencias en
sentido estricto) y los intereses politicos consagrados en la Constitucién y en
sus respectivos Estatutos: iniciativa legislativa (art. 87.2 de la C. E.); reforma
constitucional (166); representacién directa en el Senado (art. 69.5); planifica-
cién de la actividad econémica (art. 131.2). En todos estos casos no se restringe
la defensa de sus intereses peculiares, sino que actian en colaboracién con otros
6rganos constitucionales del Estado, promoviendo los intereses generales».
Aunque la mayoria en el texto de la STC 25/1981, de 14 de julio de 1981, FJ 3
reconocia que las Comunidades Auténomas «no son ni pueden ser ajenas al in-
terés general del Estado» y participan «en la vida general del Estado», lo cierto
es que puso mds el acento en conferir «la tutela de los intereses publicos genera-
les. .. por definici6n a los 6rganos estatales», retrasando ampliar la legitimacién
autonémica para interponer recurso de inconstitucionalidad a la STC 84/1982,
de 23 de diciembre de 1982, FJ 1, en la que ya se admiti6é que las Comunidades
auténomas mds alld de la defensa de sus competencias estaban interesadas en la
«depuracién objetiva del ordenamiento mediante la invalidacién de las normas
inconstitucionales» por cualquier motivo impugnatorio’.

Al Estado le corresponde velar por el interés general, en el ejercicio or-
dinario de sus competencias y con los instrumentos extraordinarios de los
Arts. 150.3 y 155 CE, pero siempre respetando, pues asi lo exige una lealtad
que también a él obliga’’, el principio de autonomia que, junto y en el marco
del principio de unidad, igualmente forma parte del mismo y ha de tutelar
como principio estructural del ordenamiento espafiol.

% AJA FERNANDEZ, E., DE CARRERAS SERRA, F. (1983). «Carécter...», ob. cit.
p. 83,y ALBERTI ROVIRA, E. (1983). «El interés general...», ob. cit., p. 111 consideran que
al Estado le corresponde la tutela del interés general, pero no en monopolio. Las Comunidades
Auténomas han de defender el interés general a través de mecanismos ordinarios, como los men-
cionados en el Voto particular a la STC 25/1981, ya que no disponen de mecanismos extraordina-
rios equiparables a los que pone en marcha el Estado cuando las Comunidades lesionan el interés
general y no sélo lo conciernen, y a través de un ejercicio de sus competencias que, acorde con el
principio de lealtad, tenga en cuenta los intereses del conjunto.

37 Asf lo entiende ALBERTI ROVIRA, E. (1983), «El interés general...», ob. cit., pp. 111
y ss., no as{ Garcfa de Enterrfa, E. (1985). «La significacién de las competencias...» ob. cit., p.
77, que, por el contrario, considera que la invocacién al interés general de los Arts. 150.3 y 155
CE y el papel de tutela del mismo que estos confieren al Estado le permite ampliar sus competen-
cias del Art. 149, entregdndole un poder general, una competencia remanente, «dltima inespe-
cifica desde el punto de vista de materias y medios para actuarla, en la que encuentran su limite
todos los poderes y competencias autonémicos».
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Se ha discutido a quién corresponde dentro del Estado la concrecion de ese
interés general o, al menos, quién debe tener un mayor protagonismo.

De nuevo la Constitucién ofrece la respuesta en los Arts. 149.1, 150.3
y 155 CE. Seguin el caso, la apreciacion se deja en manos de las Cortes genera-
les, del Gobierno y del Senado. Cuando cumplen esta funcién, estos 6rganos
no acttian como 6rganos del Estado central, sino de un Estado total que carece
de estructura organizativa propia®®. Salta a la vista el destacable papel que el
constituyente confiere al Senado, pues recordemos que no sélo interviene como
miembro de las Cortes en el ejercicio de las competencias del Art. 149.1 CE o
en la apreciacién de la necesidad de las leyes de armonizacidn, sino que a titulo
individual es el que autoriza al Gobierno a proceder a la coaccion del Art. 155
CE, en calidad de cimara de representacién territorial, en la que las Comu-
nidades Auténomas, como parte del todo, deberfan tener verdaderamente la
posibilidad de participar en la concrecién del alcance del interés general que
les incumbe, tanto en los supuestos extraordinarios, como, sobre todo, en los
ordinarios al hilo del ejercicio de las competencias compartidas™.

Por amplio que sea el margen de maniobra con el que cuentan estos 6rga-
nos para apreciar el interés general, lo que lleva a muchos, como hemos visto, a
calificar esta decisién como politica, lo cierto es que lo que se entienda por tal
ha de derivarse del texto constitucional, respetando los limites que el mismo
establece; a partir de una interpretacion sistemdtica de la norma constitucional
hay que deducir, como hemos visto, su contenido minimo, a quién correspon-
de precisarlo, en qué casos y a quién velar por él. Del mismo modo que en
otros supuestos, piénsese en la extraordinaria y urgente necesidad, presupuesto
habilitante para dictar Decreto-leyes®, estamos ante una valoracién con un
amplio margen de libertad, pero «esto no significa, sin embargo, que se trate

% En otro plano, refiriéndose tan sélo a las competencias del Art.149 CE, y con otro

sentido, pues considera superado el planteamiento del tercer miembro, GARCIA DE ENTE-
RRIA, E. (1985). «La significacién de las competencias...», ob. cit., p. 72, afirma que «Cortes
y Gobierno, como los demds 6rganos constitucionales, son pues, no simples 6rganos de un poder
central... sino 6rganos del pueblo entero y por tanto del sistema politico conjunto que engloba
ambas instancias».

%  LOPEZ GUERRA, L. (1988). «Conflictos competenciales, interés general y decisién poli-
tica», Revista del Centro de Estudios Constitucionales, n.° 1, pp. 77-92, desde el planteamiento de que
la determinacién del interés general es una decisién politica, propugna potenciar la dimensién
territorial del Senado para que las Comunidades Auténomas puedan intervenir en la concrecién
de un interés general que no les es ajeno y no tengan tan sélo abierta la posibilidad de su impug-
nacién jurisdiccional.

1 BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés...», ob. cit., pp. 50 y ss., equipara ambos
conceptos.
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de un concepto puramente politico, juridicamente indefinible, lo que harfa
ilusoria la limitacién» y «el requisito de que efectivamente concurra» que la
Constitucién quiso establecer’’. En palabras de Bayona i Rocamora, «existe
una referencia factica que condiciona y justifica el ejercicio de la potestad,
realidad o presupuesto de hecho que el ordenamiento expresa sirviéndose de
una técnica tipica en el campo del derecho piblico como es la de los conceptos
juridicos indeterminados. Esto supone, pues, que las Cortes en el momento
de apreciar la necesidad de armonizar», y en cualquier otro en donde haya de
concretar el interés general, afiadirfamos nosotros, «han de operar un proceso
cognoscitivo objetivable y no simplemente volitivo»**. Por ello el Tribunal
Constitucional, actuando también como érgano del Estado total, pues es ga-
rante del tercer miembro, la Constitucién, que distribuye competencias entre
el Estado central y las Comunidades Auténomas, debe controlar si existe o no
ese interés general que justifica la actuacién estatal cuando ejerce determinadas
competencias, cuando aprueba leyes de armonizacién o cuando adopta medidas
de coaccién. Sélo asi no se distorsionard el papel que parece haberle reservado
el constituyente una vez plasmado en el reparto competencial.

Sin embargo paradé6jicamente el Tribunal Constitucional no siempre ha
reducido el impacto del interés general, pues mas alld de aquellos casos de
apelacién expresa al mismo en el Art. 149.1 CE, ha permitido que los 6rga-
nos estatales lo hayan tenido en cuenta para determinar el alcance concreto
de competencias estatales compartidas, vinculandolo a la nocién material de
bases. Con este criterio finalista, no principial, de lo bésico se abre para algu-
nos la puerta al casuismo, la inseguridad y la politizacién del Tribunal®, pero
esta critica fundada no puede cuestionar el verdadero papel que corresponde
al Tribunal como garante del interés general en lo que tiene de habilitacién y
limite. Si se cumple en sus justos términos, el Tribunal no entrard en juicios

" DE OTTO y PARDO, 1. (1987). Derecho Constitucional... ob. cit., p. 197 y ss. respecto
de la extraordinaria y urgente necesidad del Art. 86 CE.

2 BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés...» ob. cit., p. 52.

% BAYONA I ROCAMORA, A. (1984). «Interés...» ob. cit., p. 44 se pregunta si este
margen de interpretacién amplio del que disfruta el legislador estatal en el momento de ejercer
sus competencias gracias a esta jurisprudencia casufstica, «no actuard mds bien en la prictica
como una criterio de habilitacién o legitimidad, y no de contenido». Para Viver Pi i Sunyer, C.
(1989). «Soberanfa...» ob. cit., p. 89 y 100, «una interpretacién objetiva de las competencias
sobre bases y de las materias atribuidas al Estado, permite reservarle cometidos suficientes como
para asegurar su funcién de garante de la unidad estatal y de los intereses generales unitarios,
maéxime si se tiene en cuenta que las bases le permiten la adopcién de principios de actuacién po-
sitivos y, sobre todo, si se advierte que el Bloque constitucional le atribuye mecanismos extraordi-
narios, como los del Art. 150 CE, para hacer frente a situaciones excepcionales».
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de oportunidad ni de eficacia, sino que realizard un control juridico de la ac-
tuacion del Estado cuando ejerza sus competencias o cuando ponga en marcha
los mecanismos extraordinarios con incidencia en el reparto competencial,
asegurando que se desarrolle de conformidad con lo que la Constitucién ha
previsto.
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En los dltimos tiempos el concepto de interés general ha cobrado un
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puede ser ajeno a ninguna de las partes que lo componen.

Abstract:

In recent times, the concept of general interest has become central
within the autonomous State’s framework as it has been put forward
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challenges brought by the economic crisis. However, although it is
legally undetermined, this concept cannot be identified whit just
any circumstance, nor can it cover any measure. The Constitution
has already reflected general interest in the power distribution set
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